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RECURSO DE REVISIÓN DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR.

EXPEDIENTE: TEEA-REP-002/2022.

PROMOVENTE: Partido Acción Nacional y/o coalición “Va por Aguascalientes”.

[bookmark: _Hlk70781781][bookmark: _Hlk70783385]AUTORIDAD RESPONSABLE: Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.

MAGISTRADO PONENTE: Héctor Salvador Hernández Gallegos.

SECRETARIO DE ESTUDIO: David Antonio Chávez Rosales.

SECRETARIO JURÍDICO: Tomás Huizar Jiménez.

AUXILIAR JURÍDICO: Marco Antonio Romo Hernández.

Aguascalientes, Aguascalientes, a uno de junio de dos mil veintidós.
[bookmark: _30j0zll]
Sentencia que confirma la resolución de la Comisión de Quejas y Denuncias del IEE, identificada con la clave CQD-R-007/2022, toda vez que esta autoridad jurisdiccional estima que fueron aplicadas conforme a la normatividad aplicable.

GLOSARIO.
	Promovente:
	C. Javier Soto Reyes, en su calidad de representante propietario del PAN y/o de la coalición “Va por Aguascalientes”, ante el Consejo General del IEE.

	Autoridad responsable:
	Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.

	CQyQ:
	Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.

	“Va por Aguascalientes”.
	Coalición conformada por los partidos PAN, PRI y PRD.

	PAN:
	Partido Acción Nacional.

	PRI:
	Partido Revolucionario Institucional.

	PRD:
	Partido de la Revolución Democrática.

	Lineamientos del INE:
	Lineamientos para la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes en materia político-electoral.

	IEE:
	Instituto Estatal Electoral.

	Secretario Ejecutivo:
	Secretario Ejecutivo del Consejo General del IEE.

	Tribunal Electoral:
	Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes.



1. ANTECEDENTES
Los hechos sucedieron en el año dos mil veintidós, salvo precisión en contrario.

1.1. Proceso Electoral. El siete de octubre de dos mil veintiuno, dio inicio el proceso electoral local 2021-2022 para la renovación de la Gubernatura del Estado de Aguascalientes. 
1.2. Registro de candidaturas. El veinticinco de marzo, el Consejo General del IEE atendió las solicitudes de registro de las candidatas a la Gubernatura del Estado de Aguascalientes.

1.3. Presentación de denuncia. El cinco de mayo, la C. Coral Almanza Moreno, en su calidad de representante propietaria del Partido Verde Ecologista de México ante el Consejo General del IEE y la C. Martha Cecilia Márquez Alvarado, en su calidad de candidata por la coalición “Juntos Hacemos Historia en Aguascalientes[footnoteRef:1]”, presentaron una denuncia en contra de la C. María Teresa Jiménez Esquivel por la comisión de actos anticipados de campaña, propaganda personalizada, uso indebido de recurso público y el uso de imágenes de menores en propaganda política y/o electoral sin el consentimiento de quién debe otorgarlo. [1:  Coalición conformada por el Partido Verde Ecologista de México y el Partido del Trabajo.] 


1.4. Radicación y diligencias para mejor proveer. El seis de mayo, el Secretario Ejecutivo radicó el asunto bajo la vía del procedimiento especial sancionador, asignándole el número de expediente IEE/PES/039/2022; además, ordenó a la Oficialía Electoral certificar la existencia y contenido de diversas ligas electrónicas denunciadas. 

1.5. Medidas cautelares. El dieciséis de mayo, la Comisión de Quejas y Denuncias del IEE determinó adoptar las medidas cautelares propuestas por la Secretaría Ejecutiva, mediante la resolución identificada bajo la clave CQD-R-07/2022, para efecto de ordenar a la C. María Teresa Jiménez Esquivel el retiro de las publicaciones denunciadas donde se visualizan menores de edad.

1.6. Recurso de Revisión. El dieciocho de mayo, el promovente presentó el medio de impugnación que nos ocupa, en contra del Acuerdo de la CQyD del IEE, mediante el cual se determinó la adopción de medidas cautelares propuestas por la Secretaría Ejecutiva del IEE, dentro del procedimiento especial sancionador identificado con el número de expediente IEE/PES/039/2022.

1.7. Informe circunstanciado. El veintitrés de mayo, la Secretaría Ejecutiva remitió a este Tribunal Electoral el informe circunstanciado, en relación al Recurso de mérito, identificado bajo la clave IEE/RPES/002/2022.

1.8. Turno del expediente. El veintitrés de mayo, mediante Acuerdo de Turno de Presidencia, se ordenó el registro del asunto en el Libro de Gobierno de Recurso de Revisión de Procedimientos Especiales Sancionadores, al que correspondió el número de expediente TEEA-REP-002/2022 y se turnó a la Ponencia del Magistrado Héctor Salvador Hernández Gallegos.

1.9. Radicación. El veinticinco de mayo, se radicó el expediente en la ponencia del Magistrado electoral precisado, y una vez verificada su debida integración, al no existir trámite alguno o diligencia pendiente por realizar, se ordenó formular proyecto de resolución y ponerlo a consideración del Pleno, según lo previsto en la fracción IV, del artículo 274 del Código Electoral.

1.10. Admisión y cierre de instrucción. En su oportunidad, el Magistrado Instructor admitió y ordenó cerrar instrucción del medio de impugnación de mérito.

2. COMPETENCIA. 
Este Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, ejerce jurisdicción y el Pleno tiene competencia para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión del Procedimiento Especial Sancionador, de conformidad con lo dispuesto en los 352, fracción I y 354 del Código Electoral del Estado.

Lo anterior, en virtud de que el promovente se duele de la resolución dictada por la CQyD del IEE, en cuanto a la adopción de medidas cautelares dentro del Procedimiento Especial Sancionador IEE/PES/039/2022.

3. REQUISITOS. El recurso interpuesto, cumple con los requisitos previstos en los artículos 302, párrafo primero y 307, fracción II del Código Electoral, en relación con los diversos 1º, 2º, 10 y 11 de los Lineamientos, como a continuación se expone. 

3.1 Forma. La demanda fue presentada por escrito, haciéndose constar el nombre del recurrente; se identificó el acto impugnado; se enunciaron los hechos y agravios en los que basan su inconformidad, los preceptos presuntamente violados, así como el nombre y firma autógrafa de quien promueve.

4. OPORTUNIDAD. 
Este requisito se encuentra satisfecho, ello ya que el Recurso de Revisión fue promovido dentro del plazo de cuatro días contados a partir del día siguiente a aquel en que se tenga conocimiento del acto o resolución impugnada.

Cabe precisar que, la autoridad responsable, en su informe circunstanciado señaló que la resolución CQD-R-07/2022, fue notificada el dieciséis de mayo de dos mil veintidós y el medio de impugnación de mérito se presentó dieciocho del mismo mes y año.

En este sentido, se tiene a la recurrente por satisfaciendo dicho elemento.

5. LEGITIMACIÓN Y PERSONERÍA.
El medio de impugnación fue promovido por el C. Javier Soto Reyes, representante del PAN y de la coalición “Va Por Aguascalientes”, personería que es reconocida por la autoridad responsable.

6. INTERÉS JURÍDICO. 
Se satisface este requisito, porque el promovente controvierte el acuerdo de fecha dieciséis de mayo, mediante el cual la CQyD del IEE determinó la adopción de medidas cautelares propuestas en por la Secretaría Ejecutiva, para efecto de ordenar a la C. María Teresa Jiménez Esquivel el retiro de las publicaciones denunciadas, donde se visualizan menores de edad, dentro del procedimiento especial sancionador identificado con el número de expediente IEE/PES/039/2022.

7. DEFINITIVIDAD. 
También se cumple este requisito, porque la ley electoral no prevé el agotamiento de alguna instancia previa al recurso de revisión del procedimiento especial sancionador, que pueda revocar, anular, modificar o confirmar, el acuerdo que ahora se controvierte.

8. TERCEROS INTERESADOS.
De las constancias que obran en autos, no se advierte comparecencia de tercero interesado alguno.

9. FIJACIÓN DEL ACTO COMBATIDO Y AGRAVIOS.
En cuanto a los agravios de quien promueve, y a fin de señalar de manera general los argumentos que hace valer, se hace una síntesis de los mismos, sin que ello constituya una transgresión a los principios de congruencia y exhaustividad, pues tales principios se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate derivados de la demanda o del escrito de expresión de agravios, se estudian y se les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis.

Es importante retomar lo que ha determinado la Sala de la SCJN en cuanto a la transcripción de los mismos, jurisprudencia número 2ª./J.58/2010, de rubro: CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN[footnoteRef:2].  [2: Jurisprudencia 2a./J. 58/2010. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. Consultable en la URL:
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Clase=DetalleTesisBL&ID=164618&Semanario=0] 


Cabe señalar, que de conformidad con la jurisprudencia 3/2000, de rubro: “AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR[footnoteRef:3]” así como la diversa de rubro: “DEMANDA. ESTUDIO INTEGRAL PARA DESENTRAÑAR LA CAUSA DE PEDIR[footnoteRef:4]”, todos los razonamientos y expresiones que aparezcan en la demanda, constituyen un principio de agravio, con independencia de su presentación, formulación o construcción lógica, ya sea como silogismo o mediante cualquier fórmula deductiva o inductiva, por lo que basta que la actora exprese con claridad la causa de pedir, precisando la lesión o agravio que le causa la resolución impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que, con base en ello se pueda advertir de manera plena lo realmente planteado. [3:  Visible a fojas 117 a 118, del Volumen 1, de la citada Compilación de Jurisprudencia y Tesis en la Materia.]  [4:  Consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXXIII, abril de 2011, página 1299.
] 


9.1. Pretensión del promovente. 
El recurrente sostiene que fue ilegal la adopción de medidas cautelares, por lo tanto, aduce el acuerdo de la CQyD debe ser revocado, pues de los menores que aparecen en las publicaciones denunciadas se tiene el permiso correspondiente de las personas que ejercen su patria potestad, por lo que no se atenta contra el interés superior de la niñez.

9.2. Cuestión jurídica a resolver. 
En consecuencia, esta entidad de justicia electoral, estima que la cuestión jurídica a resolver en el presente medio de impugnación, consiste en determinar si la autoridad responsable determinó correctamente la adopción de medidas cautelares impuestas a la C. María Teresa Jiménez Esquivel, en relación al retiro de las publicaciones denunciadas donde se visualizan menores de edad, a pesar de que en el expediente de mérito obran los permisos correspondientes de los menores en cuestión.

10.  ESTUDIO DE FONDO.
10.1. Marco normativo.

10.1.2. Naturaleza de las medidas cautelares

La Sala Superior[footnoteRef:5] ha sostenido el criterio que las medidas cautelares constituyen instrumentos que, en función de un análisis preliminar, puede decretar la autoridad competente, a solicitud de parte interesada o de oficio, para conservar la materia del litigio, así como para evitar un grave e irreparable daño a las partes en conflicto o a la sociedad, con motivo de la sustanciación de un procedimiento; por ende, se trata de resoluciones que se caracterizan, generalmente, por ser accesorias y sumarias. [5:  SUP-REP-156/2020 y SUP-REP-157/2020 Acumulados] 


Ello, a efecto de evitar una afectación irreparable a los principios rectores de la materia electoral o la vulneración de los bienes jurídicos tutelados por la Constitución federal o la legislación electoral aplicable, restableciendo el ordenamiento jurídico presuntamente conculcado, al desaparecer provisionalmente una situación presuntivamente antijurídica.

Ahora, para que el dictado de las medidas cautelares cumpla con los principios de legalidad, fundamentación y motivación, debe ocuparse, cuando menos, de los aspectos siguientes: 

a) La probable violación a un derecho, del cual se pide la tutela en el proceso, y, 
b) El temor fundado de que, mientras llega la tutela jurídica efectiva, desaparezcan las circunstancias de hecho necesarias para alcanzar una decisión sobre el derecho o bien jurídico cuya restitución se reclama (periculum in mora).

Así, la medida cautelar adquiere justificación si hay un derecho que requiere protección provisional y urgente, a raíz de una afectación producida -que se busca evitar sea mayor- o de inminente producción, mientras se sigue el procedimiento o proceso en el cual se discute la pretensión de fondo de quien dice sufrir el daño o la amenaza de su actualización.

Atendiendo a esa lógica, el dictado de las medidas cautelares se debe ajustar a los criterios que la doctrina denomina como fumus boni iuris -apariencia del buen derecho- unida al periculum in mora -temor fundado de que mientras llega la tutela efectiva se menoscabe o haga irreparable el derecho materia de la decisión final-.

Sobre el fumus boni iuris o apariencia del buen derecho, debe precisarse que éste apunta a una credibilidad objetiva y seria sobre la juridicidad del derecho que se pide proteger, a fin de descartar que se trate de una pretensión manifiestamente infundada, temeraria o cuestionable; en tanto que el periculum in mora o peligro en la demora consiste en la posible frustración de los derechos del promovente de la medida cautelar, ante el riesgo de su irreparabilidad.

Como se puede advertir, la verificación de ambos requisitos obliga indefectiblemente a que la autoridad responsable realice una evaluación preliminar del caso concreto -aun cuando no sea completa- en torno a las respectivas posiciones enfrentadas a fin de determinar si se justifica o no el dictado de las medidas cautelares.

En consecuencia, si de ese análisis previo resulta la existencia de un derecho, en apariencia reconocido legalmente de quien sufre la lesión o el riesgo de un daño o violación inminente y la correlativa falta de justificación de la conducta reprochada, entonces se torna patente que la medida cautelar debe ser acordada, salvo que el perjuicio al interés social o al orden público sea mayor a los daños que pudiera resentir el solicitante, supuesto en el cual, deberá negarse la medida cautelar.

Resulta inconcuso entonces, que el análisis de los valores tutelados que justifican los posicionamientos de las partes en conflicto, así como la valoración de los elementos probatorios que obren en el expediente, se convierte en una etapa fundamental para el examen de la solicitud de medidas cautelares, toda vez que cuando menos se deberán observar las directrices siguientes:

· Verificar si existe el derecho cuya tutela se pretende. 
· Justificar el temor fundado de que, ante la espera del dictado de la resolución definitiva, desaparezca la materia de controversia. 
· Justificar la idoneidad, razonabilidad y proporcionalidad de la determinación que se adopte. 
· Fundar y motivar si la conducta denunciada, atendiendo al contexto en que se produce y dentro de los límites que encierra el estudio preliminar, trasciende o no a los límites del derecho o libertad que se considera afectado y si presumiblemente, se ubica en el ámbito de lo ilícito.

De esta forma, la medida cautelar en materia electoral cumplirá sus objetivos fundamentales, a saber: evitar la vulneración de los bienes jurídicos tutelados, así como la generación de daños irreversibles a los posibles afectados; todo ello para que cuando se dicte la resolución de fondo, sea factible su cumplimiento efectivo e integral.

10.1.3. Protección de niñas, niños y adolescentes en materia de propaganda y mensajes electorales.

Dentro de la sentencia dictada en el expediente SM-JE-23/2021, emitida por la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, correspondiente a la Segunda Circunscripción Electoral Plurinominal, advirtió que se ha sostenido en diversos precedentes sobre el tema, en relación a los principios de progresividad y del interés superior del menor, contenidos en los artículos 1 y 4 de la Constitución federal, que hacen posible que las autoridades puedan adoptar reglas y medidas específicas orientadas hacia la protección de los derechos e intereses de la niñez, porque la expresión interés superior de la niñez, implica que el desarrollo de éstos y el ejercicio pleno de sus derechos deben considerarse como criterios rectores para la elaboración de normas y su aplicación en todos los órdenes relativos a la vida del niño y de la niña.[footnoteRef:6] [6:  Al resolver los juicios SM-JDC-1221/2018, SM-JDC-572/2018, SM-JDC561/2018 y SM-JE-65/2018.] 


La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que el principio del interés superior la niñez, además de su carácter tuitivo, constituye un elemento de interpretación de primer orden para delimitar el contenido y alcance de los derechos humanos de los menores y los coloca como sujetos prevalentes de derechos.

Se trata entonces de considerar la especial situación en que se encuentran ciertos derechos humanos cuando el titular es un menor, tomando en cuenta el derecho básico que tienen de ser atendidos con pleno respeto a sus derechos fundamentales.

Desde esta óptica, los menores de edad son destinatarios de un trato preferente, por su carácter jurídico de sujeto de especial protección, lo que implica que son titulares de un conjunto de derechos que deben valorarse de acuerdo con sus circunstancias específicas. De ahí que el interés superior del menor sea un principio rector de todas las actuaciones de los poderes públicos relacionados con menores.[footnoteRef:7] [7:  Resulta orientador el criterio contenido en la tesis aislada de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, identificada con la clave 1ª. LXXXII/2015, de rubro: INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. CONSTITUYE UN PRINCIPIO RECTOR DE TODAS LAS ACTUACIONES DE LOS PODERES PÚBLICOS RELACIONADOS CON MENORES, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 15, febrero de 2015, tomo II, p.1398, con número de registro 2008547.] 


Ahora, se considera una vulneración a la intimidad de los infantes, cualquier manejo directo de su imagen, nombre, datos personales o referencias que permitan su identificación en los medios de comunicación, menoscabe su honra o reputación, sea contrario a sus derechos o los ponga en riesgo, conforme al principio de interés superior de la niñez.[footnoteRef:8] [8:  Artículo 16, de la Convención sobre los Derechos del Niño y artículos 76, 77 y 78 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.] 


Por tanto, cuando se trata de menores de edad y se utilice su imagen en publicidad, ésta debe sujetarse a ciertos requisitos en beneficio a su derecho.

Al respecto, el Consejo General del Instituto Nacional Electoral emitió el acuerdo INE/CG481/2019[footnoteRef:9], mediante el cual modificó los Lineamientos. En la parte considerativa de este acuerdo, se estableció que en la propaganda electoral y en los actos políticos prevalecía la identificación ideológica y postulados de una fuerza política y, por tanto, existe un riesgo potencial para los menores de edad que participan activamente en éstos, ya que se podría afectar su imagen, honra o reputación presente en su entorno escolar, social y hasta familiar; o bien, en su vida adulta al no poder desasociarse de la postura ideológica con la que se les identificó en su infancia; toda vez que por lo regular, los eventos en donde participan corresponden con el domicilio en el que habitan y se desarrollan en cualquiera de sus ámbitos. [9:  Publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintidós de noviembre de dos mil diecinueve.] 


En ese sentido, se exigió a los sujetos obligados que pretendieran incluir la participación activa de personas menores de edad en sus actos políticos, de precampaña o campaña, que implementaran todas aquellas medidas necesarias e idóneas para garantizar que los menores fueron escuchados y tomados en cuenta en los asuntos que atañen a su interés, conforme a su desarrollo cognoscitivo y madurez, y que los padres, madres o quienes ejerzan la patria potestad concedieron el permiso correspondiente, con plena conciencia de los alcances de la participación de sus hijos.

10.2. CASO CONCRETO.
10.2.1. Cuestión previa.

El artículo 4°, párrafo noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que en todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos.

Lo anterior, en la tesitura de que los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral; asimismo, tienen derecho a buscar, recibir y difundir información e ideas de todo tipo y por cualquier medio, derecho de participación y a expresar su opinión libremente, así como derecho al respeto a su imagen, entre otros.

Estas directrices deberán guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez, a fin de asegurar el pleno desarrollo de los menores, tomando en cuenta su edad y madurez, las cuales también se reconocen en los artículos 25, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 24, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 19, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 2, 3, 8, 12 y 16 de la Convención sobre los Derechos del Niño.

Ahora bien, en esta tesitura, el IEE a través del órgano competente, emitió medidas cautelares para suprimir una publicación de María Teresa Jiménez Esquivel en la que figuraron diversos infantes, ya que, en su momento, no mediaban las constancias respectivas con las cuales se pudiera acreditar que su aparición y/o intervención en la publicidad electoral, fue apegada a derecho.

Lo precisado, en consideración a que, en el Manual, se establece que quienes exhiban menores de edad, deberán contar con el formato y las copias de los documentos relativos al consentimiento de la madre y el padre de quien ejerza la patria potestad de los menores, además de que dicha documentación debe ser entregada ante el IEE a más tardar dentro de los tres días posteriores a su fecha de emisión. 

Por tanto, en la resolución CQD-R-07/2022, la autoridad responsable estimó la inexistencia de dicha documentación, y en consecuencia determinó la adopción de las referidas medidas al considerar que tal situación podría constituir una afectación a la imagen, honra o reputación de los menores, por lo que se evitó el posible riesgo que pudieran correr en su enrono social o educativo por su participación en la propaganda de índole electoral.[footnoteRef:10] [10:  Lo precisado, en consideración a que la disposición normativa respectiva, señala que a más tardar a los tres días posteriores de la suscripción de los permisos, deben ser entregados a la Secretaria Ejecutiva del IEE.] 


Posteriormente, el representante propietario del PAN y de la coalición “Va por Aguascalientes” controvirtió dicho acto, señalando que este carecía de fundamentación y motivación al estimar a que la responsable no analizó el marco jurídico aplicable, en consideración a que se salvaguardó la integridad de los menores, y, por otro lado, que, sí se contaba con el consentimiento escrito de los tutores de los menores, así como los respectivos documentos establecidos en el Manual.

Por lo tanto, lo conducente es analizar lo siguiente: a) si el recurrente se encuentra legitimado para combatir la resolución; b) si se contaba con la totalidad de las constancias relativas a los permisos de la aparición de los menores; c) si la documentación precisada en el inciso anterior fue exhibida conforme a las disposiciones normativas; y, d) concluir si la resolución combatida fue apegada a derecho.

10.2.3. El representante propietario de un partido y/o una coalición si puede combatir actuaciones atinentes a sus candidaturas.

El Instituto Estatal Electoral, aduce en su informe circunstanciado que el recurrente no cuenta con la personería reconocida para interponer el medio de impugnación, ello con fundamento en el artículo 307 del Código Electoral, pues el acto impugnado, que consiste en la imposición de medidas cautelares exclusivamente ordenadas a la candidata María Teresa Jiménez Esquivel, y el escrito de demanda respectivo no fue presentado ni signado por ella.

El artículo en cita, dispone en este supuesto lo que a continuación se precisa:

“ARTÍCULO 307.- La interposición de los medios de impugnación corresponde a:

II. Los ciudadanos y los candidatos por su propio derecho, sin que sea admisible representación alguna. Los candidatos deberán acompañar el original o copia certificada del documento en el que conste su registro, y...

Así entonces, estrictamente se puede inferir que, si la referida resolución fue dirigida a la candidata María Teresa Jiménez Esquivel, por ser una medida encaminada a atender una publicación difundida en su perfil personal de Facebook, es ella quien personalmente debió emitir cualquier actuación tendente a atenderla y/o controvertirla, y no como aconteció, que, en el caso, quien compareció para combatirla fue el representante del partido y de la coalición que la postula.

Sin embargo, en consideración de este Tribunal Electoral, la orden de suprimir la publicación objeto de la denuncia, incide directamente en la esfera de derechos del partido político y/o de la coalición que postula a la referida candidata, toda vez que es posible evidenciar que existe una vinculación entre lo ordenado por la Comisión de Quejas con dichas entidades; ya que el fin que persiguen la candidatura, el partido y la coalición, resulta el mismo.

Además, se considera que el PAN y/o la coalición “Va por Aguascalientes” ejercen una acción tuitiva encaminada a la protección del interés de su candidata por ser quienes la postulan; por lo que, en estima de esta representación jurisdiccional se debe admitir la representación para la procedencia del medio impugnativo de mérito, en aras de favorecer a las personas con la protección más amplia; pues, el recurrente actúa en su calidad de representante legal de la entidad que postula la candidatura de Tere Jiménez, por tanto es natural que también ostente la representación de ella.

Robustece a lo anterior el criterio de jurisprudencia 25/2012 de rubro: REPRESENTACIÓN. ES ADMISIBLE EN LA PRESENTACIÓN E INTERPOSICIÓN DE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL[footnoteRef:11] en el que se establece que las normas relativas a los derechos humanos deben interpretarse de conformidad con la propia Constitución y con los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. [11:  Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 5, Número 11, 2012, páginas 27 y 28.] 


Lo que trae como consecuencia que, ante la regla aplicable en el rubro de legitimación y personería, se deba admitir la representación para la respectiva procedencia; pues de estimar lo contrario -de imponer la obligación a ciudadanos y candidatos de promover los medios de impugnación en materia electoral por sí mismos, prohibiéndoles la posibilidad de hacerlo a través de representante- se generaría una medida desproporcional e innecesaria, ajena a los fines de certeza y seguridad jurídica que se pretenden alcanzar en el citado artículo 17 constitucional.

En consecuencia, este Tribunal Electoral estima que el representante propietario del partido político y de la coalición que postulen una candidatura, sí puede combatir actuaciones que impacten en la condición de su candidata, y por ende en los intereses de su organización política; y como es en el caso, la imposición de las medidas cautelares en cuestión.

10.2.2. La presentación de la documentación, no se efectuó conforme a la temporalidad establecida para ello.

Ahora bien, se debe recapitular que la autoridad responsable emitió una resolución mediante la cual se ejecutaron las medidas cautelares respectivas, derivado de una publicación en Facebook en la que figuraban menores de edad, partiendo de la premisa de que al no existir en sus archivos las constancias que justificaran la aparición de menores, esta documentación resultaba inexistente.

Lo anterior, en consideración a que en el artículo 16 del Manual, se estableció expresamente que existe la obligación de entregar un tanto de la referida documentación a la Secretaría Ejecutiva del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes a más tardar dentro de los tres días posteriores a su fecha de emisión.

Así las cosas, en el informe circunstanciado de la autoridad responsable, se razonó la obligación respectiva era la siguiente: a) entregar toda la documentación completa y; b) hacerlo dentro de los tres días posteriores a que esta se genere; situación que en el caso que nos ocupa, no aconteció.

Al respecto este Tribunal estima que el agravio del promovente relativa a que no existió una afectación al interés superior de la niñez, es inoperante, pues de una interpretación lógica-jurídica, se concluyó que la documentación requerida en la norma, no se presentó conforme a lo establecido, pues esta fue presentada de manera extemporánea e inicialmente incompleta, conforme al esquema que a continuación se establece.

	Fecha en que se generó la documentación.
	Fecha en que debió entregarse.
	Fecha en que se presentó.

	30 de abril
	A más tardar el 2 de mayo.
	18 de mayo.



En ese tenor, es dable concluir que el cumplimiento de la obligación respectiva transcurrió en exceso de tiempo, pues pasaron dieciséis días para que este requisito fuera colmado a la cabalidad que exige el propio Manual; por lo que el Instituto, atendiendo las propias disposiciones normativas aplicables, actuó apegado a derecho conforme a su determinación de aplicar medidas cautelares, derivado de la inexistencia de las constancias relativas al artículo 13 del referido Manual.

Llegados a este punto, cabe precisar que la resolución combatida debe confirmarse en consideración a que la parte demandante incumplió la obligación de presentar dicha obligación en tiempo y forma ante la Secretaría Ejecutiva, lo que causó que la autoridad responsable no contara con elementos suficientes para emitir una determinación distinta.

Ahora bien, es necesario precisar que resulta notorio que el propio recurrente conocía tal exigencia, pues exhibió diversos formatos de autorización de uso de imagen de niñas, niños y adolescentes en materia político electoral, mismos que fue aprobados por el Consejo General del IEE, y en los cuales se fundamentan los requisitos respectivos en el articulado relativo al Manual, tal y como a continuación se acredita:

[image: ]

De lo trasunto es posible considerar que la parte recurrente tenía pleno conocimiento de la norma, pues el mismo ofreció las constancias respectivas en las que se desprende la fundamentación en la que se sostienen; por lo que, ante el incumplimiento de alguna obligación prevista en estos requisitos, genera directamente responsabilidades imputables a su parte.

Así, entonces como ya fue precisado, el Instituto actuó debidamente -protegiendo el interés superior de la niñez- pues al momento de la denuncia, no obraba en sus archivos constancia alguna con la que se acreditara que la publicación sobre la que se emitieron las medidas cautelares, tenía los consentimientos expresos recaídos para cada infante. No obstante, para este Tribunal resulta dable considerar que no era necesario que la autoridad administrativa los requiriera para poder emitir las medidas cautelares, pues como se desprende de las constancias que obran en autos, dichos documentos inicialmente se encontraban incompletos.

Por último, es menester precisar que el presente razonamiento impacta únicamente sobre la aplicación de las medidas cautelares que nos ocupan, sin que se prejuzgue sobre el fondo del asunto y/o sin que se tengan por ineficaces los documentos y/o constancias ofrecidas relativas a los consentimientos de los menores, lo cuales se habrán de analizar en su efectividad dentro del procedimiento sancionador que da origen al presente asunto. 

Es decir, dicha extemporaneidad atañe solo a la aplicación de medidas cautelares, sin que tenga un efecto directo en la existencia o no de la infracción relativa a la vulneración al interés superior de la niñez, pues ante esa falta deberá ejecutarse un análisis independiente al que aquí se establece respecto a la efectividad de los medios probatorios de mérito.

10.2.3. Inicialmente, se acreditó de manera efectiva la omisión relativa a la presentación de la totalidad de la documentación requerida conforme al artículo 13 del Manual.

En un último rubro, es necesario establecer que la autoridad responsable aduce en su informe circunstanciado, que la decisión de ordenar la adopción de medidas cautelares, fue debidamente fundada y motivada, en consideración a que las constancias respectivas no fueron presentadas en el momento procesal oportuno; además, precisa que si bien fueron exhibidas extemporáneamente, se advierte una omisión de la parte actora, respecto de cumplir con la totalidad de dichas documentales tendentes a justificar la aparición de menores de edad en la publicidad electoral. 

Al respecto, es necesario recapitular lo establecido en el Manual, en el que se dispone en su artículo 13, que el consentimiento respectivo deberá ser por escrito, informado e individual, mediante el formato que para tal efecto apruebe el Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, debiendo contener:

I. El nombre completo y domicilio de la madre y del padre o de quien ejerza la patria potestad o del tutor o, en su caso, de la autoridad que deba suplirlos respecto de la niña, el niño o adolescente.

II. El nombre completo y domicilio de la niña, niño o adolescente. 

III. La mención expresa del padre y la madre o de quien ejerza la patria potestad o del tutor o, en su caso, de la autoridad que deba suplirlos, de que conoce el propósito, las características, los riesgos, el alcance, el medio de difusión y el contenido de la propaganda político-electoral, mensaje electoral o el propósito de que participe en un acto político, acto de precampaña o campaña, o para ser exhibidos en cualquier medio de difusión.

IV. En su caso, la mención expresa del supuesto en que la niña, el niño o adolescente no hable o comprenda el idioma español, la información le haya sido proporcionada en el idioma o lenguaje comprensible para éste, por el padre, madre o tutor o quien ejerza la patria potestad, o en su caso la autoridad que deba suplirlos y, de haber sido necesario, por el traductor que para ese propósito hayan designado los sujetos obligados. 

V. La mención expresa de autorización para que la imagen, voz y/u otro dato que haga identificable a la niña, niño o adolescente aparezca en la propaganda político-electoral o mensajes, en actos políticos, actos de precampaña o campaña, en cualquier medio de difusión.

VI. La mención expresa de que el niño, niña o adolescente emitió una opinión informada sobre conocer el propósito, las características, los riesgos y el alcance sobre su participación en la propaganda político-electoral, mensaje electoral, o su presencia en un acto político, acto de precampaña o campaña, para cualquier medio de difusión. 

VII. La mención expresa de la entrega del aviso de privacidad de tratamiento de datos personales a la madre y el padre o de quien ejerza la patria potestad o del tutor o, en su caso, a la autoridad que deba suplirlos. 

VIII. La firma autógrafa del padre y la madre, de quien ejerza la patria potestad, del tutor o, en su caso, del o de la titular de la autoridad que los supla. 

IX.  Lugar y fecha de emisión del formato.
 
El formato de consentimiento deberá acompañarse de: 

I. Copia de la identificación oficial de la madre y del padre, de quien ejerza la patria potestad o del tutor o, en su caso, del o de la titular de la autoridad que los supla.

II. Copia del acta de nacimiento de la niña, niño o adolescente o, en su caso, copia de la sentencia o resolución que determine la pérdida o suspensión de la patria potestad, o jurisdicción voluntaria que acredite el abandono, acta de defunción de alguno de los padres o cualquier documento necesario para acreditar el vínculo entre la niña, niño y/o adolescente y la o las personas que otorguen el consentimiento. 

III. Copia de la identificación con fotografía, sea escolar, deportiva o cualquiera en la cual se identifique a la niña, niño o adolescente.

IV. En su caso, copia de la identificación oficial del traductor asignado por los sujetos obligados.

En esta hilatura, el propio IEE refiere en su informe, que, de las constancias ofrecidas por la parte recurrente, no se exhibió el medio de identificación de los menores de edad, el cual tiene como objetivo verificar que efectivamente los consentimientos otorgados sean de las y los niños que aparecen en la propaganda en cuestión. 

Por lo tanto, se concluye de manera correcta, que, al existir una deficiencia en los elementos necesarios para validar la respectiva autorización, la determinación respectiva debe prevalecer, pues se encuentra debidamente fundada y motivada conforme a la normatividad aplicable, en relación con la ausencia del cumplimiento cabal de los requisitos.

Sin embargo, ante lo expuesto, es menester señalar que la parte recurrente anexó posteriormente a su medio impugnativo, las respectivas identificaciones de los menores, en las cuales se puede corroborar fehacientemente la identidad los dichos infantes al relacionarlos con la totalidad de la documentación ofrecida inicialmente.

Así entonces, lo jurídicamente relevante -sin prejuzgar sobre el fondo del asunto derivado del procedimiento inicial sancionador- se puede concluir que, a la fecha, se cuenta con la totalidad de las constancias relativas al artículo 13 del Manual; no obstante, se considera que el IEE actuó conforme a la norma al delimitar que inicialmente no se encontraba satisfecho tal requisito.

Consecuentemente, y ante lo razonado relativo a la extemporaneidad de la presentación de las constancias, es que se debe confirmar la resolución combatida, pues el Instituto no estaba en condiciones de concluir una determinación distinta, pues la propia disposición normativa establece que dichos documentos deben ser presentados ante su representación a no más tardar tres días de la suscripción de los mismos.

Por lo que, su actuar, fue conforme a derecho en aras de salvaguardar la identidad e integridad de los infantes que son objetos de la publicación denunciada; pues como fue precisado, se acredita efectivamente un temor fundado de que, mientras llega la tutela jurídica efectiva, se afectara directamente la esfera de derechos de los menores.

11. RESOLUTIVOS.

ÚNICO. Se confirma la resolución CQD-R-07/2022 en términos de lo precisado en el cuerpo de la presente sentencia.

Notifíquese.  Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de las Magistradas y Magistrado que lo integran, ante el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
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El suscrito licenciado Jesús Ociel Baena Saucedo, Secretario General de Acuerdos del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, en ejercicio de las facultades que me confiere el artículo 28, del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, hago constar que las firmas que obran en la presente página, corresponden a la sentencia definitiva emitida por el Pleno del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, dictada el uno de junio de dos mil veintidós, dentro del Recurso de Revisión del Procedimiento Especial Sancionador identificado con la clave TEEA-REP-002/2022; el cual consta de dieciséis páginas, incluida la presente. Conste.




image1.png
IEE(Y

Aauniéadinres €6-A12/2020

FORMATO DE AUTORIZACION DE USO DE IMAGEN DE NINAS, NINOS Y ADOLESCENTES
EN MATERIA POLITICO ELECTORAL

W Aquasceierrk=, Agascalientes, a () 00 v 8022

Por medio de la presente y de conformidad con los articulos 1° fracciones |y Il, 64, 66, 71
Y76 de la Ley General de los Derechos de Nifas, Nifios y Adolescentes y, 1°, 9°, 10°, 12, 13,
14y 15 del Manual para Ia Proteccion de los Derechos de Nifias, Nifios y Adolescentes en
Materia_Politico_Electoral del Instituto_Estatal Electoral de Aguascalientes, nosotros

_en nuestro caracter de (4) [~lcuclre
AUTORIZAMOS Y  DAMOS ~ NUESTRO  PLENO  CONSENTIMIENTO o
)2t Acgn Necioral para e uso de la imagen de

) para efectos de aparecer en la
propaganda politico-electoral / en actos politicos / actos de precampafia o campafia /
mensajes electorales / por cualquier medio de comunicacién y difusin, incluidas redes
sociales o cualquier plataforma digital, sea esta transmitida en vivo o video grabada. Asi
mismo, _expresamos _gue_tanto_nosotros como el nifo / nifa / adolescente
() conocemos el propésito, las caracteristicas, los
riesgos, el alcance, el medio de difusién y el contenido de la propaganda politico-electoral,
mensaje electoral, y en su caso, el propdsito de su participacién en un acto politico, acto
de precampafia o campafia, para ser exhibidos en cualquier medio de difusién.

En ese sentido, se hace constar que el nifo / nifia / adolescente emitié una opinién
informada sobre conocer el propsito, las caracteristicas, los riesgos y el alcance sobre su




image2.png
QﬂXDOS M QP

Q ¢ Ei\“ “b

5 fwﬂ%&

v W QN

: \\\)
) ' &iv \,\\@ V

) o
» 3\'-;:‘1 ; /

~ZZ"

%%k/

TRIBUNAL ELECTORAL
DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES




